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Exp. 1685/2017-2 


	TRIBUNAL ESTATAL DE JUSTICIA ADMINISTRATIVA

SEGUNDA SALA UNITARIA

	EXP. 1685/2017.

	SENTENCIA DEFINITIVA

	ACTOR: **********

	DEMANDADA: SECRETARIO DE COMUNICACIONES Y TRANSORTES DEL ESTADO Y DIRECTOR GENERAL DE TRANSPORTE COLECTIVO METROPOLITANO DE DICHA SECRETARIA.


	MAGISTRADO: MANUEL IGNACIO VARELA MALDONADO.

	SECRETARIO DE ESTUDIO Y CUENTA: MARIA GABRIELA MARMOLEJO HERNANDEZ.


San Luis Potosí, S. L. P.,  veintiuno de febrero del dos mil dieciocho. 

V I S T O S,  para resolver en definitiva, los autos del Juicio Contencioso Administrativo 1685/2017, promovido por el C. **********, señalando como autoridades demandadas al Secretario de Comunicaciones y Transportes del Estado y Director General de Transporte Colectivo Metropolitano de dicha Secretaria, y 
R E S U L T A N D O


I.- Con escrito presentado ante este Tribunal el día dieciocho de septiembre del dos mil diecisiete, el C. **********, promovió demanda de Juicio Contencioso Administrativo, señalando como autoridades demandadas al Secretario de Comunicaciones y Transportes del Estado y Director General de Transporte Colectivo Metropolitano de dicha Secretaria, y como acto impugnado el siguiente:
 “La resolución de fecha 21 del mes de octubre del 2016 y las consecuencias inherentes a ella, como lo es la revocación  de mi licencia de manejo número **********,...”  

II.- En proveído de veintidós de septiembre de dos mil diecisiete, se admitió a trámite la demanda por lo que se ordenó correr traslado con las copias simples de la misma y anexos de cuenta, a las autoridades señaladas como demandadas, emplazándolas,  para que dentro del término de diez días hábiles contestaran lo que a su derecho conviniera, y se tuvieron por ofrecidas las pruebas a que se refirió la parte actora en su escrito de demanda, reservándose su admisión para el momento de proveer sobre la contestación de demanda y tocante a la suspensión solicitada por el actor, le fue negada la medida cautelas solicitada, toda vez que la concesión de la misma implicaría que quedara sin materia el juicio.
III.- En proveído de veintiséis de octubre del dos mil diecisiete, se acordó lo siguiente:

Se tuvo a las autoridades demandadas Secretario de Comunicaciones y Transportes del Estado y Director General de Transporte Colectivo Metropolitano de dicha Secretaría, por dando contestación a la demanda, además a la última de las citadas autoridades, se le tuvo por precisando que la parte actora le señaló incorrectamente el cargo de Director de Registro de Transporte Publico, siendo el correcto el de Director General de Transporte Colectivo Metropolitano, siendo bajo dicho carácter que fue dictada y firmada la resolución ahora impugnada.

   Consecuentemente con las copias simples de la contestación de demanda y sus anexos, se ordenó correr traslado a la parte actora para que manifestara lo que a su derecho conviniera en el término que le fue fijado.
Por otra parte, con fundamento en lo establecido por el segundo párrafo de los artículos 69 fracción II y 70 tercer párrafo del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, se tuvo a la parte actora por ofrecidas y admitidas las documentales que anexó a su escrito inicial de demanda y que detalla en los puntos 1, 2, 3 y 4 consistentes en; copia de la resolución de fecha 21 de octubre de 2016; b) copia  de la cédula de notificación al carbón de fecha 24 de agosto de 2017; c) copia simple del oficio **********, dado ante la fe de la Licenciada **********, agente del Ministerio Público adscrito al Centro de Solución de Controversias de la Procuraduría General de Justicia del Estado de  San Luis Potosí; d) la instrumental de actuaciones e presuncional legal y humana. 

        Tocante a la documental pública consistente en el oficio a enviar al Ministerio Público adscrito al Centro de Soluciones de Controversias de la Procuraduría General de Justicia en el Estado, para que remitiera a este Tribunal, copia certificada del oficio ********** y a fin estar en aptitud de requerir a la citada autoridad por la exhibición de la documental referida; se requirió al actor con los apercibimientos de ley, por la exhibición del escrito en el que constara haber hecho la solicitud correspondiente al Ministerio Publico antes de la presentación de la demanda. 

A las autoridades demandadas se les tuvieron por ofrecidas y admitidas como pruebas; la copia certificada del nombramiento oficial expedido a su favor respectivamente, el original del expediente formado con motivo de la revocación de la licencia número ********** para el manejo de autobuses de servicio de transporte público, expedida al actor por el Secretario de Comunicaciones y Transporte del Estado de San Luis Potosí, la instrumental de actuaciones y la presuncional legal y humana.
Y finalmente se dijo que una vez que transcurriera el término otorgado al actor en líneas que antecede, se fijaría fecha y hora para la celebración de la audiencia final.

IV.- Mediante auto de veinticuatro de noviembre del dos mil diecisiete, se acordó lo siguiente:

Se tuvo al actor por contestando la vista que se le dio en auto de veintiséis de octubre de dos mil diecisiete, en relación a la contestación formulada por la autoridad demandada y por objetando la documental publica tercera ofrecidas por las demandadas.

Por otra parte, se tuvo al actor por no dando cumplimiento al requerimiento que le fue formulado en el punto 3.1.1. del acuerdo de veintiséis de octubre del año en curso, al no haber presentado el escrito donde conste que previo a la presentación de la demanda hizo al Ministerio Público la solicitud correspondiente a la copia certificada del oficio **********; por tanto, se le hizo efectivo el apercibimiento formulado en el citado acuerdo y con fundamento en el artículo 235 segundo párrafo en relación con el numeral 98, ambos del Código Procesal Administrativo se tuvo por no admitida la copia certificada del referido oficio, como prueba de su parte, precisando  que en el acuerdo de veintiséis de octubre antes señalado, le fue admitido como prueba de su parte, la copia simple del referido oficio **********, y cuya documental no fue objetada por las autoridades demandadas.
Finalmente se señalaron las doce horas con cuarenta y cinco minutos del trece de diciembre del dos mil diecisiete, para el desahogo de la audiencia a que se refiere el artículo 246 del Código en cita. 

V.- En la fecha y hora indicadas, tuvo verificativo la audiencia de ley en este juicio, con la asistencia del Delegado de la parte actora Licenciado ********** y se hizo constar que no asistió la parte actora. Enseguida el Secretario de Acuerdos dio lectura al escrito de demanda y de contestación e hizo relación de las constancias de autos, señalando las pruebas ofrecidas por las partes. En periodo de pruebas, se tuvieron por desahogadas las pruebas documentales de las partes, ofrecidas en tiempo dada su propia naturaleza y se hizo constar que no existían pruebas pendientes por desahogar. En período de alegatos, se dio cuenta de los que por escrito formuló el actor del juicio  y por su parte el Delegado de las autoridades demandadas Licenciado **********se dio por terminada la audiencia y finalmente se citó para resolver y se turnaron los autos para formular el proyecto respectivo.
CONSIDERANDO

PRIMERO.- A esta Segunda Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, corresponde conocer, substanciar y resolver los juicios de su competencia, en términos de los artículos 123 de la Constitución Política del Estado de San Luis Potosí, 1º, 2º, 7º fracción I, y 9º fracción III, 24, 35 fracción VIII de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí; Segundo Párrafo del artículo 2°, 248, 249, 250 y 251 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, por tratarse de una controversia suscitada entre un particular y una autoridad de esta entidad federativa donde se ejerce jurisdicción.
SEGUNDO.- De acuerdo con lo que precisa el artículo 221 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, esta Sala Unitaria procede a analizar la legitimación de los comparecientes en este juicio.

La parte actora acreditó su interés jurídico, en términos del numeral 231 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, con el documento original de la resolución de fecha 21 de octubre de 2016, mediante la cual se revoca la licencia de manejo número **********, emitida por el Secretario de Comunicaciones y Transportes del Estado y el Director General de Transporte Colectivo Metropolitano, de cuyo contenido se desprende que se encuentra dirigido al actor del juicio ********** quien señala como fecha en que tuvo conocimiento del acto impugnado el día de la presentación de la demanda, de ahí que es innegable que el aquí impetrante cuenta con legitimación para demandar en el presente juicio; documental que obra a fojas 22 a la 26 del expediente en el que se actúa.
Tocante a las autoridades demandadas, compareció el C. ********** en su carácter de Secretario de Comunicaciones y Transportes del Estado y el C. ********** en su calidad de Director General de Transporte Colectivo Metropolitano, quienes para acreditar la calidad del cargo, en términos de lo previsto en el artículo el 220 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, exhibieron copia certificada del nombramiento que les fue expedido y que se encuentra visible a foja 49 a la 52 del expediente.

La documentales en referencia adquieren valor probatorio  pleno, con apoyo legal en el artículo 72 fracción I del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí.
TERCERO.- La litis planteada en este Juicio Contencioso Administrativo es la legalidad o ilegalidad de la resolución de fecha 21 de octubre de 2016, mediante la cual se revoca al actor del juicio ********** la licencia de manejo número **********, emitida por el Secretario de Comunicaciones y Transportes del Estado y el Director General de Transporte Colectivo Metropolitano. 

CUARTO.- Previo a entrar al estudio de los conceptos de impugnación vertidos por la parte actora en el escrito de demanda, es necesario establecer si en el presente Juicio se actualiza alguna de las causales de improcedencia o sobreseimiento a que se refieren los artículos 228 y 229 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, que sirva de base para decretar total o parcialmente el sobreseimiento del Juicio, ya sea que lo hagan valer o no las partes; toda vez que se trata de cuestiones de orden público que se tienen que estudiar de oficio y, cuyo análisis es preferente al del fondo del asunto.
En ese sentido se advierte que las autoridades demandadas al producir la contestación de demanda, plantean como excepción  la de sin acción y sin derecho, bajo el argumento de que el acto impugnado cumple con todos los elementos establecidos en el artículo 4° de la Ley Procesal Administrativa Estatal; así como también la relativa a la Inaplicabilidad de los preceptos invocados, porque aduce que la  actora invoca preceptos legales que no son aplicables a los hechos narrados en  la demanda; la de falsedad alegando al efecto que la actora altera la verdad de los acontecimientos que sustentan su demanda, con la finalidad de obtener un beneficio jurídico, y las que se deriven del cuerpo del escrito de contestación.

Sin embargo, a juicio de esta Sala Unitaria los argumentos en que las autoridades sustentan las excepciones planteadas corresponden al análisis que se haga del fondo del asunto, por tanto, resultan inatendibles en este momento procesal.
En ese tenor, de acuerdo a lo que ordena el artículo 228  del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, la Sala practicó estudio oficioso de las causales de improcedencia, sin embargo no encontró ninguna que hacer valer, por lo que resulta procedente el análisis de los conceptos de impugnación planteados por la parte actora.
QUINTO.-  Los conceptos de impugnación que plantea la parte actora en su escrito de demanda, se localizan a fojas 3 a la 20 del expediente en que se actúa, los que por economía procesal se tienen aquí por reproducidos. Resulta aplicable por analogía la Tesis de Jurisprudencia emitida por el Segundo Tribunal Colegiado del Sexto Circuito; publicada en la página 414, Tomo VI, Común, Jurisprudencia  TCC,  del Apéndice 2000, Novena Época, que a la letra dice lo siguiente:

“CONCEPTOS DE VIOLACIÓN. EL JUEZ NO ESTÁ OBLIGADO A TRANSCRIBIRLOS.-  El hecho de que el Juez  Federal  no  transcriba en su fallo los conceptos de violación expresados en la demanda, no implica que haya infringido disposiciones de la Ley de Amparo, a la cual sujeta su actuación, pues no hay precepto alguno que establezca la obligación de llevar a cabo tal transcripción; además de que dicha omisión no deja en estado de indefensión al quejoso, dado que no se le priva de la oportunidad para recurrir la resolución y alegar lo que estime pertinente para demostrar, en su caso, la ilegalidad de la misma.- “
SEXTO.- Previo a iniciar con el estudio de los conceptos de impugnación formulados por la parte actora en el escrito de demanda; se debe precisar, que el estudio de los mismos, se realizará en un orden diverso al planteado, tomando en consideración para estudio preferente aquellos que otorguen mayor beneficio. El criterio que adopta la Sala se sustenta en la Tesis de Jurisprudencia que a continuación se transcriben:
“Novena Época, Registro: 179367, Instancia: Pleno, Jurisprudencia, Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta,  XXI, Febrero de 2005, Materia(s): Común, Tesis: P./J. 3/2005, Página: 5.

CONCEPTOS DE VIOLACIÓN EN AMPARO DIRECTO. EL ESTUDIO DE LOS QUE DETERMINEN SU CONCESIÓN DEBE ATENDER AL PRINCIPIO DE MAYOR BENEFICIO, PUDIÉNDOSE OMITIR EL DE AQUELLOS QUE AUNQUE RESULTEN FUNDADOS, NO MEJOREN LO YA ALCANZADO   POR EL QUEJOSO, INCLUSIVE LOS QUE SE REFIEREN A CONSTITUCIONALIDAD DE LEYES.

De acuerdo con la técnica para resolver los juicios de amparo directo del conocimiento de los Tribunales Colegiados de Circuito, con independencia de la materia de que se trate, el estudio de los conceptos de violación que determinen su concesión debe atender al principio de mayor beneficio, pudiéndose omitir el de aquellos que, aunque resulten fundados, no mejoren lo ya alcanzado por el quejoso, inclusive los que se refieren a constitucionalidad de leyes. Por tanto, deberá quedar al prudente arbitrio del órgano de control constitucional determinar la preeminencia en el estudio de los conceptos de violación, atendiendo a la consecuencia que para el quejoso tuviera el que se declararan fundados. Con lo anterior se pretende privilegiar el derecho contenido en el artículo 17, segundo párrafo, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, consistente en garantizar a los ciudadanos el acceso real, completo y efectivo a la administración de justicia, esto es, que en los diversos asuntos sometidos al conocimiento de los tribunales de amparo se diluciden de manera preferente aquellas cuestiones que originen un mayor beneficio jurídico para el gobernado, afectado con un acto de autoridad que al final deberá ser declarado inconstitucional...”

“Novena Época,  Registro: 166717, Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito, Jurisprudencia, Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta,  XXX, Agosto de 2009, Materia(s): Administrativa, Tesis: XVI.1o.A.T. J/9, Página:  1275.

CONCEPTOS DE ANULACIÓN EN EL JUICIO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO. ES PREFERENTE EL ESTUDIO DE AQUELLOS QUE CONDUZCAN A DECLARAR LA NULIDAD LISA Y LLANA DEL ACTO IMPUGNADO POR REPRESENTAR UN MAYOR BENEFICIO PARA EL ACTOR (LEGISLACIÓN DEL ESTADO DE GUANAJUATO).

El artículo 17 constitucional consagra la garantía de acceso a la impartición de justicia, la cual se encuentra encaminada a asegurar que las autoridades -órganos judiciales o materialmente jurisdiccionales- lo hagan de manera pronta, completa, gratuita e imparcial, por lo que uno de los principios que consagra dicha garantía es el de exhaustividad, entendiéndose por tal la obligación de los tribunales de resolver todas las cuestiones sometidas a su conocimiento, sin que les sea lícito dejar de pronunciarse sobre alguna. Por su parte, los numerales 87 y 89, fracción I, de la Ley de Justicia Administrativa del Estado de Guanajuato, establecen la existencia de dos requisitos que deben observarse en el dictado de las resoluciones: el de congruencia y el de exhaustividad. Ahora, si bien es cierto que en la citada ley no existe una disposición expresa que establezca el orden en que deben analizarse los conceptos de anulación, también lo es que el Tribunal de lo Contencioso Administrativo del Estado se encuentra constreñido a ocuparse de todos los motivos de impugnación en que descansa la pretensión anulatoria del actor, y preferentemente de los orientados a declarar la nulidad lisa y llana del acto impugnado, ya que de resultar fundados se producirá un mayor beneficio jurídico para el actor, pues se eliminarán en su totalidad los efectos del acto administrativo, con lo que se respeta la garantía de acceso efectivo a la justicia y, en particular, el principio de completitud que ésta encierra…”
Una vez precisado lo anterior se procede al estudio de los conceptos de impugnación hechos valer por la parte actora, situación que se realiza de la siguiente manera:

1.- En primer lugar, esta Sala Unitaria analizará el SEGUNDO concepto de impugnación del escrito de demanda  por ser este el que mayor beneficio le otorgaría dado que la parte actora señala que en la resolución impugnada la autoridad demandada no funda ni motiva su competencia. 

Al efecto refiere que en sus cuatro resultandos como en sus cuatro considerandos y en sus nueve resolutivos, no obra el artículo, con la fracción, inciso o sub inciso que determine de manera exacta la facultad que ostenta la autoridad emisora.
A juicio de esta Sala Unitaria, el concepto de impugnación que en este acto se analiza, resulta ser infundado, ello es así en razón de las siguientes consideraciones:
El acto impugnado consistente en la resolución relativa al procedimiento instaurado a efecto de resolver sobre la procedencia o improcedencia de la revocación de la licencia número ********** para el manejo de autobuses del servicio de transporte público, expedida nombre de **********, emitida con fecha 21 de octubre de 2016, por el Secretario de Comunicaciones y Transportes del Estado y Director General de Transporte Colectivo Metropolitano de dicha Secretaria, obra a fojas 22 a la 26 de autos, y merece valor probatorio pleno conforme a lo previsto en el artículo 72 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí.

Dicha resolución indica en sus considerandos Primero, Segundo, Tercero y Cuarto el fundamento legal en que se basa la competencia de las autoridades demandadas para la emisión del acto que se controvierte, señalando en lo conducente en los considerandos antes referidos, lo siguiente: 
 “C O N S I D E R A N D O

PRIMERO.- El Secretario de Comunicaciones y Transportes es competente y se encuentra legalmente facultado  para emitir la resolución correspondiente en el presente procedimiento, por así establecerlo los artículos 36 bis fracciones VI y XIII de la Ley Orgánica de la Administración Pública del Estado de San Luis Potosí, 1, 14, 17 y demás inherentes de la Ley de Transporte Público del Estado.

SEGUNDO.- En cuanto al fondo del asunto son aplicables los artículos 78 fracción V,  87, 107, 127 fracción IV, 128 fracción I, 133 y demás relativos de la Ley de Transporte Público del Estado.”

TERCERO.- Que al instaurarse el procedimiento administrativo a efecto de resolver sobre la revocación de la licencia del señor **********, se actualizó la causa prevista en el artículo 78 fracción V de la Ley de Transporte Publico del Estado.

(….)

CUARTO.- Que el artículo 17 fracción XIV de la Ley de Transporte Público del Estado de San Luis Potosí, dispone que el Titular de la Secretaría de Comunicaciones y Transportes esta facultado entre otras cosas para imponer  las sanciones que procedan de conformidad con dicha Ley y sus reglamentos.

A su vez el artículo 1° de la propia Ley de Transporte Público estatuye que: Las disposiciones de la misma son de orden público e interés social y tienen como objeto regular la prestación del servicio de transporte público y los servicios auxiliares del mismo en el Estado de San Luis Potosí y establecen las bases para la protección y Seguridad de la población en la materia. Por consiguiente, tomando en consideración que la prestación del servicio público de transporte de personas es una actividad que originalmente corresponde prestar al Estado, pero que al concesionarlo a particulares tiene el derecho y la obligación de vigilar que el servicio sea prestado en forma eficiente  y con respeto absoluto a las exigencias establecidas por la Ley de la materia, al no haberse acatado estas en la especie, por las expresadas razones, lo que procede es declarar actualizada la causa de revocación prevista por el artículo 78 fracción V de la Ley de Transporte Publico del Estado y revocar la licencia para conducir vehículos de servicio público número ********** con vigencia del 19 de Enero de 2015 y hasta el 19 de Enero de 2019 expedida a favor del Señor **********, quedando por tanto sin efecto la misma.”

(…) 
A efecto de dar claridad a lo anterior, a continuación se transcriben los preceptos legales citados por las autoridades demandadas en el acto impugnado:

LEY ORGÁNICA DE LA ADMINISTRACIÓN PÚBLICA DEL ESTADO DE SAN LUIS POTOSÍ
ARTICULO 36 BIS. A la Secretaría de Comunicaciones y Transportes corresponde el despacho de los siguientes asuntos:

(I..V)

VI. Vigilar la prestación del servicio público de transporte en todas sus modalidades;

(VII..XI.)

XIII. Tramitar lo referente a la caducidad, rescisión, cancelación y modificación de concesiones otorgadas por el Ejecutivo, y aplicar las multas y sanciones que procedan en los casos de infracción a las leyes de la materia; 

…

LEY DE TRANSPORTE PÚBLICO DEL ESTADO
ARTÍCULO 1. Las disposiciones de esta Ley son de orden público e interés social; tienen como objeto regular la prestación del servicio de transporte público y los servicios auxiliares del mismo en el Estado de San Luis Potosí; y establecer las bases para la protección, la movilidad y la seguridad de la población en la materia.

ARTICULO 14. Son autoridades en materia de transporte público: 

I. El Titular del Ejecutivo;

 II. El Secretario General de Gobierno; 

III. El Secretario de Comunicaciones y Transportes; 

IV. El Director General de Comunicaciones y Transportes;

V. El Director General de Transporte Colectivo Metropolitano, y

VI. Los ayuntamientos.

VII. (DEROGADA, P.O. 18 DE JUNIO DE 2015)

ARTICULO 17. El titular de la Secretaria, además de las que le confiere la Ley Orgánica de la Administración Pública del Estado de San Luis Potosí, tendrá las siguientes atribuciones:

XIV. Imponer las sanciones que procedan de conformidad con la presente Ley y sus reglamentos;

ARTICULO 78. Las licencias de conducir se revocarán por cualquiera de las siguientes causas:

V. Cuando por motivo de su negligencia, impericia, falta de cuidado o irresponsabilidad, el titular de la licencia ponga en peligro la seguridad o la vida de los usuarios, peatones o terceros.

ARTICULO 87. El incumplimiento de las obligaciones señaladas a los permisionarios, concesionarios u operadores, sin perjuicio de la responsabilidad civil o penal en la que incurran, será sancionado de conformidad con lo establecido en la presente Ley y demás disposiciones legales y administrativas aplicables.

ARTÍCULO 107. En caso de las acciones u omisiones de los concesionarios, permisionarios, operadores del servicio público del transporte, y personas que prestan el servicio de transporte público sin la debida autorización expedida por el Poder Ejecutivo del Estado, que pongan en riesgo la seguridad de las personas o el interés público, la Secretaría dictará las medidas de seguridad de inmediata ejecución, mismas que se aplicarán sin perjuicio de las sanciones que, en su caso, correspondan. 

Las medidas de seguridad de inmediata ejecución serán aplicadas de igual forma, al particular que sea sorprendido prestando u ofreciendo servicio de transporte público, sin concesión expedida por el Ejecutivo del Estado. 

ARTICULO 127. Las sanciones administrativas aplicables por la violación a los preceptos de esta Ley, su Reglamento, o a los términos de la concesión o permiso otorgados y a las demás disposiciones aplicables, son las siguientes:

IV. Revocación.

ARTICULO 128. Al imponer una sanción la Secretaria fundará y motivará la resolución, tornando en cuenta:

I. Los daños que se hayan producido o puedan producirse;

ARTÍCULO 133. Los concesionarios, permisionarios, operadores del servicio de transporte público, en cualquiera de sus modalidades, así como las personas físicas o morales que prestan el servicio de transporte público sin la debida autorización del titular del Ejecutivo del Estado, o del titular de la Secretaría, según corresponda, serán acreedores a las sanciones a que se refiere este Ordenamiento, de acuerdo con el siguiente procedimiento:

l. Si como resultado de la investigación de una queja existen elementos suficientes, a juicio de la Secretaría, que deriven en responsabilidad del titular de la concesión o permiso y/o del operador, con independencia de la aplicación de las medidas de seguridad que procedan, él o los presuntos implicados deberán comparecer ante la Secretaría en audiencia pública, atendiendo al citatorio correspondiente o, en su caso, comparecer de inmediato en continuación a las labores de inspección, a fin de que se hagan de su conocimiento las causas que dieron origen a su comparecencia, y manifieste lo que a su derecho convenga. 

La contestación a la queja que da origen al procedimiento de mérito y el ofrecimiento de las pruebas, será de forma verbal o por escrito; al hacerlo de forma verbal se levantará un acta; en la misma audiencia se podrán ofrecer las pruebas que avalen su defensa, a menos de que por causas de tiempo se difiera ésta para fecha posterior, que en ningún caso podrá ser más de cinco días hábiles después de la primera, y
II. Concluida la fase de desahogo de pruebas se procederá al análisis minucioso de la queja, de su contestación y de las pruebas. 

La Secretaria en un término no mayor de quince días hábiles, notificará la resolución a las partes de forma personalísima. 

En caso de que se haya retirado de la circulación el vehículo destinado al servicio, se procederá a su devolución, previo cumplimiento de la sanción impuesta. 

En los casos no dispuestos por la presente Ley, se aplicará de manera supletoria la Ley de Procedimientos Administrativos del Estado y Municipios de San Luis Potosí.
El realzado en negrilla y subrayado es nuestro.

Bajo ese orden, se advierte que la autoridad demandada precisó en los considerandos Primero, Segundo, Tercero y Cuarto  de la resolución que se impugna, la disposición legal que le otorga facultades y legitima a la Secretaria de Comunicaciones y Transportes del Estado para determinar la imposición de la sanción consistente en la revocación de la licencia de conducir vehículos de servicio de transporte público en el estado; normatividad que hace consistir en el artículo 36 bis fracción XIII, de la Ley Orgánica de la Administración Pública del Estado de San Luis Potosí, que entre otras facultades de la referida Secretaría, prevé la de aplicar las multas y sanciones que procedan en los casos de infracción a las leyes de la materia; el numeral 14 de la Ley de Transporte Público del Estado, contempla como autoridades de Transporte Publico entre otras al Secretario de Comunicaciones y Transportes y Director General de Transporte Colectivo Metropolitano; el artículo 17 fracción XIV de la misma Ley de Transporte, dispone como facultad del titular de la Secretaria, además de las que le confiere la citada Ley Orgánica de la Administración Pública del Estado de San Luis Potosí, la relativa a Imponer las sanciones que procedan de conformidad con la Ley de la materia y sus reglamentos; y los artículos 78 fracción V, y 127 de la misma Ley de Transporte Publico del Estado, establecen la revocación de la licencia como sanción administrativa aplicable por violación a las disposiciones de la ley de la materia.

Situación que genera que el acto impugnado no carezca de la fundamentación y motivación de competencia de las autoridades emisoras, pues fueron citados en el contenido del mismo los normativos que otorgan competencia a las autoridades para la emisión del acto de la naturaleza de que se trata de ahí que no deja en estado de indefensión al ahora actor, al verse investido de la legalidad que todo acto debe contener, consagrado en los artículos 14 y 16 de nuestra Carta Magna, a virtud de que todos los actos administrativos requieren para ser legales, entre otros requisitos, imprescindiblemente, que sean emitidos por autoridad competente y cumpliéndose con las formalidades esenciales que les den eficacia jurídica, lo que significa que todo acto de autoridad necesariamente debe emitirse expresándose el dispositivo legal, acuerdo o decreto que le otorgue tal legitimación, circunstancia que en el caso que nos ocupa sí sucedió, de lo que deriva lo infundado de lo alegado por el actor.
Ahora bien, no pasa inadvertido para esta autoridad que la demandada cita el artículo 14 de la Ley de Transporte público del Estado, sin señalar alguna de las fracciones que conforman dicho numeral; sin embargo se estima que el contenido del artículo en cita, no constituye una disposición ambigua o compleja que deba transcribirse, pues simplemente contempla las autoridades en materia de transporte público, sin que se refiera a alguna facultad otorgada, máxime que en el acto impugnado se citan las disposiciones normativas que contemplan al Titular de la Secretaria de Comunicaciones y Transportes del Estado como órgano facultado para revocar las licencias de manejo relativas al servicio público de transporte público de pasajeros en el Estado, según se desprende de los numerales  36 bis fracción XIII, de la Ley Orgánica de la Administración Pública del Estado de San Luis Potosí, 17 fracción XIV y 127 de la misma Ley de Transporte Publico del Estado; además de que también se advierte que las emisoras del acto citan en el resultando Cuarto del acto impugnado el articulo 132 y 133 del Reglamento de la Ley de Transporte Publico del Estado del Estado de San Luis Potosí, que también establece como facultad de la Secretaría de Comunicaciones y Transportes del Estado, la imposición de sanciones por infracciones previstas en la ley de la materia, según se desprende del contenido de dichos normativos que dicen textualmente lo siguiente.
“ARTICULO 132. Cuando la Secretaría conozca de un acto u omisión que implique una infracción de las señaladas en la Ley, impondrá al infractor la sanción o sanciones que correspondan previo procedimiento y a través de una resolución debidamente fundada y motivada.” 

“ARTICULO 133. A efecto de calificar las faltas en que incurran los concesionarios, operadores y permisionarios durante la prestación del servicio, y aplicar las sanciones que se derivan del Título Décimo Quinto, Capítulo I, de La Ley, la Secretaría procederá de acuerdo con los siguientes criterios:

I. Se valorará el riesgo o perjuicio que, en su caso, las acciones u omisiones de los concesionarios, permisionarios u operadores produzcan o puedan llegar a producir a los usuarios y terceros; II. Se considerará la intencionalidad en las acciones u omisiones que constituyan el motivo de la sanción; III. Se analizará el historial que conste en el expediente del concesionario, permisionario u operador de que se trate, debiendo tomar en cuenta la reincidencia de los mismos; y IV. En todo momento debe salvaguardarse el interés público y, por consecuencia, la seguridad e integridad de los usuarios y ciudadanos en general.”
 De las anteriores consideraciones se colige que contrario a lo señalado por el actor, el acto impugnado si cumple con la garantía de fundamentación y motivación relativa a la competencia de la autoridad.
Ello es así, toda vez que para considerar que se cumple con la garantía de fundamentación establecida en el artículo 16 Constitucional, resulta necesario que la autoridad precise su competencia por razón de grado, con base en el Reglamento Interior de la Secretaría de Finanzas de Gobierno del Estado de San Luis Potosí, y demás normas y acuerdos aplicables, citando las fracciones o incisos correspondientes, tal como se hizo en el caso específico, satisfaciendo de esta forma la única finalidad de especificar con claridad, certeza y precisión las facultades expresas para actuar en la forma en que lo hizo, de modo que si en el acto de autoridad no se cita cada uno de los diversos párrafos que integran el texto normativo, ello no implica infracción a la debida fundamentación, si en el acto se citan los preceptos legales y la fracción o incisos en los que conjunta y sistemáticamente se prevén las facultades ejercidas, ya que de esta forma el particular podrá conocer los fundamentos legales que otorgan esas facultades a la autoridad, estando así en aptitud de defenderse como estime pertinente, al no ignorar las fracciones de las normas legales que integran el texto normativo, específicamente aplicables a la actuación del órgano del que emana el acto.
Apoya lo anterior la jurisprudencia 2ª./J. 57/2001, emitida por la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, publicada en la página 31 del Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomo XIV, noviembre de 2001, de rubro y texto siguientes:

“COMPETENCIA DE LAS AUTORIDADES ADMINISTRATIVAS. EN EL MANDAMIENTO ESCRITO QUE CONTIENE EL ACTO DE MOLESTIA, DEBE SEÑALARSSE CON PRECCISIÓN EL PRECEPTO LEGAL QUE LES OTORGUE LA ATRIBUCIÓN EJERCIDA Y, EN SU CASO, LA RESPECTIVA FRACCIÓN, INCISO Y SUBINCISO. De lo dispuesto en la tesis de jurisprudencia P./J. 10/94 del Tribunal Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, publicada en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Número 77, mayo de 1994, página 12, de rubro: COMPETENCIA. SU FUNDAMENTACIÓN ES REQUISITO ESENCIAL DEL ACTO DE AUTORIDAD. así como de las consideraciones en las cuales se sustentó dicho criterio, se desprende que la garantía de fundamentación consagrada en el artículo 16 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, lleva implícita la idea de exactitud y precisión en la cita de las normas legales que facultan a la autoridad jurídica al particular frente a los actos de las autoridades que afecten o lesionen su interés jurídico y, por tanto, asegurar la prerrogativa de su defensa, ante un acto que no cumpla con los requisitos legales necesarios. En congruencia con lo anterior, resulta inconcuso que para estimar satisfecha la garantía de la debida fundamentación, que establece dicho precepto constitucional por lo que hace a la competencia de la autoridad administrativa para emitir el acto de molestia es necesario que en el documento que se contenga se invoquen las disposiciones legales, acuerdo o decreto que contengan facultades a la autoridad emisora y, en caso de que estas normas incluyan diversos supuestos, se precisen con claridad y detalle, el apartado, la fracción o fracciones, incisos y subincisos, en que apoya su actuación; pues de no ser así, se dejaría al gobernado en estado de indefensión, toda vez que se traduciría en que este ignorara si el proceder de la autoridad se encuentra o no dentro del ámbito competencial respectivo por razón de materia, grado y territorio y, en consecuencia, si está o no ajustado a derecho. Esto es así, por que no es permisible abrigar en la garantía individual en cuestión ninguna clase de ambigüedad, ya que su finalidad consiste, esencialmente, en una exacta individualización del gobernado en relación con las facultades de la autoridad, por razones de seguridad jurídica.”

Derivado de las anteriores consideraciones es que resulta lo infundado del argumento que se analiza.
2.- En segundo lugar, esta Sala Unitaria analizará el  concepto de impugnación TERCERO en el que el actor aduce lo siguiente.
En un primer argumento el actor señala que adolece de la debida fundamentación y motivación, y vulnera en su perjuicio sus derechos humanos consagrados en las garantías de legalidad, certeza jurídica y debido proceso y al efecto refiere que el razonamiento hecho por las demandadas en el acto impugnado para tener por actualizada la causal a que se refiere el artículo 78 fracción V, de la Ley de Transporte Público del Estado, es violatorio de sus derechos humanos, dado que concluyen revocar la licencia de conducir número **********, respaldando su proceder en el parte de accidente número **********, emitido por la Dirección General de Tránsito Municipal del H. Ayuntamiento de San Luis Potosí, que en todo caso es una prueba que tiene el carácter de indicio y no esta adminiculado con algún otro medio de prueba con el que pueda darse por cierta la culpabilidad del actor en el hecho de tránsito terrestre ocurrido el 15 de septiembre del 2016, dado que es de explorado derecho que no se puede emitir una condena sin tener las pruebas adminiculadas que demuestren con certeza la plena responsabilidad del indiciado, ya que todo imputado tiene a su favor la presunción de ser inocente, máxime que con el surgimiento del nuevo sistema penal acusatorio adversarial dicho principio lo debe observar tanto la autoridad penal como la administrativa.
Sigue diciendo que las demandadas pasaron desapercibido lo relativo a que con fecha 18 de noviembre de 2016, según lo asentado dentro del oficio **********, dado ante la fe del Agente del Ministerio Público adscrito al Centro de solución de Controversias de la Procuraduría General de Justicia del Estado de San Luis Potosí, donde consta que la C. ********** (en su carácter de viuda  de quien llevara el nombre de **********) y el ahora actor llegaron a un acuerdo de reparar el daño causado consistente en el pago de la cantidad de ********** resaltando además que en la cláusula sexta de dicho convenio   la C. **********, manifestó que todas sus pretensiones estaban satisfechas   y solicito la conclusión del procedimiento y la extinción de la acción penal en contra del actor.

La parte actora señala en el concepto de impugnación que se analiza, fundamentalmente que la resolución impugnada adolece de la debida fundamentación y motivación, y vulnera en su perjuicio sus derechos humanos consagrados en las garantías de legalidad, certeza jurídica y debido proceso, porque la autoridad concluye revocar su licencia de conducir número **********, al tener por actualizada la causal a que se refiere el artículo 78 fracción V, de la Ley de Transporte Público del Estado; apoyada únicamente en el parte de accidente número **********, emitido por la Dirección General de Tránsito Municipal del H. Ayuntamiento de San Luis Potosí, cuyo medio de prueba estima el actor no puede darse por cierta la culpabilidad que le atribuye, ya que dicha prueba únicamente  tiene el carácter de indicio y no está vinculada con algún otro medio de prueba, además de que no se puede emitir una condena sin tener las pruebas que demuestren con certeza la pelan responsabilidad del indiciado en la conducta delictiva, ya que todo imputado tiene a su favor  la presunción de ser inocente.
Al respecto se estima que el argumento que en primer término hace el actor resulta fundado y suficiente para declarar la ilegalidad del acto impugnado como enseguida se explica.
Como ya quedo establecido,  la parte actora precisa como acto impugnado, la resolución emitida con fecha 21 de octubre de 2016, por el Secretario de Comunicaciones y Transportes del Estado y el Director General de Transporte Colectivo Metropolitano respectivamente, mediante la cual determinaron revocar al actor del juicio ********** la licencia de manejo número **********; documental que obra agregada a fojas 22 a la 26 de autos, ya valorada con anterioridad.
Del contenido de dicha resolución se advierte que las emisoras del actor determinan que en el caso se actualiza el supuesto a que se refiere la fracción V, del artículo 78, de la Ley de Transporte Público del Estado, el cual dice textualmente lo siguiente.

ARTICULO 78. Las licencias de conducir se revocarán por cualquiera de las siguientes causas:

V. Cuando por motivo de su negligencia, impericia, falta de cuidado o irresponsabilidad, el titular de la licencia ponga en peligro la seguridad o la vida de los usuarios, peatones o terceros.

Del numeral en cita se obtiene como supuesto de revocación de licencia de conducir, cuando el titular de la misma con motivo de su negligencia, impericia, falta de cuidado o irresponsabilidad, ponga en peligro la vida, de los usuarios, peatones o terceros, de ahí que para tener por actualizado dicho supuesto es necesario que se acredite la existencia de negligencia, impericia, falta de cuidado o irresponsabilidad, por parte del conductor. 

Ahora bien, del contenido del acto impugnado se advierte que las autoridades demandadas estiman que la parte actora se encuentra dentro del supuesto de conducta culposa prevista en el normativo que ha sido transcrito, sobre el hecho consistente en que; el quince de septiembre del año dos mil dieciséis, en las calle de ********** en esta Ciudad se suscitó un accidente de tránsito en el que participo el autobús de transporte público colectivo  urbano marca **********, modelo **********, color ********** y placas de circulación **********, de servicio público del estado, con número económico ********** y que como consecuencia del mismo perdiera la vida **********, por lo que la Secretaria se avoco al análisis del accidente, como de los antecedentes del operador, en virtud de lo cual se determinó que mediante oficio de fecha quince de septiembre de dos mil dieciséis, la Dirección General de Seguridad Pública Municipal del H. Ayuntamiento de  San Luis Potosí, remitió el parte de accidente número **********, en el que se señala como responsable del accidente al conductor del autobús de transporte público colectivo urbano con número económico **********, **********.  

En ese contexto de análisis, del contenido del acto impugnado se advierte que las demandadas tienen por actualizada la hipótesis a que se refiere  la fracción V, del artículo 78, de la Ley de Transporte Público del Estado, al señalar al ahora actor como conductor del autobús de transporte público colectivo  urbano marca **********, modelo **********, color ********** y placas de circulación **********, de servicio público del estado, con número económico **********, y como responsable del accidente de tránsito en el que perdiera la vida **********.
También se  advierte que para sustentar la responsabilidad de la conducta imputada a la parte actora y que se encuentra prevista en la fracción V, del artículo 78, de la Ley de Transporte Público del Estado; las emisoras del acto señalan como único medio de prueba el reporte de accidente ********** de la Dirección General de Seguridad Pública Municipal del H. Ayuntamiento de San Luis Potosí, S.L.P., según se desprende de lo señalado en el resultando cuarto, párrafos primero y tercero, así como también en el considerando tercero último párrafo, que literalmente dicen lo siguiente.
“R E S U L T A N D O
(..)

CUARTO.- Que como resultado de la indagatorio referida, fue posible determinar que la persona que conducía el autobús económico********** en la fecha señalada y que resultó responsable del accidente referido es el señor ********** con domicilio manifestado ante la Dirección de Registro Público de Transporte Publico en la Calle ********** Fraccionamiento **********., quien es titular de la licencia para conducir vehículos de servicio público número ********** con vigencia del 19 de Enero de 2015 y hasta el 19 de enero de 2019 así como, del gafete de identificación como operador de transporte urbano colectivo número **********, en razón de lo cual y dado que en relación con el accidente en que se puso en riesgo  la seguridad de los usuarios y tercero al operar la unidad con falta de precaución, se establece la presunción de que pudiera actualizarse la causal de revocación de la licencia de conducir a que se refiere la fracción V del artículo 78 de la Ley de Transporte Público del Estado de San Luis Potosí, con fundamento en lo anteriormente expuesto, se procedió a sustanciar el procedimiento respectivo a que hace referencia los artículos 77 fracción I y 133 de la Ley de Transporte Público del Estado y los artículos 132 y 133 del Reglamento de la Ley de  Transporte Publico del Estado de San Luis Potosí, para lo cual se emplazó al señor ********** para la celebración de la audiencia respectiva, mismo que fue debidamente notificado siguiente las formalidades de la ley, para lo cual se determinó lo siguiente:
1.- Que el señor **********, conducía el autobús de transporte público urbano marca **********, modelo **********, color ********** y placas de circulación ********** del servicio público del Estado de San Luis Potosí, número económico ********** que participo el pasado día 15 de Septiembre del año 2016, en la calle de ********** en esta Ciudad, en el accidente de tránsito donde perdiera la vida la persona de nombre **********. 

2.- Que el responsable del accidente referido fue el señor **********, de conformidad con el reporte de accidente ********** de la Dirección General de Seguridad Pública Municipal del H. Ayuntamiento de San Luis Potosí, S.L.P., que dio origen a la denuncia número ********** ante la Agencia del Ministerio Público del fuero común en la Capital del Estado.

(…..)

C O N S I D E R A N D O

(…)

TERCERO.-Que al instaurarse el procedimiento administrativo a efecto de resolver sobre la revocación de la licencia del señor **********, se actualizó la causal prevista en el artículo 78 fracción V de la Ley de Transporte Público del Estado.
En el caso que nos ocupa se considera que dicha causal de cancelación se encuentra plenamente demostrada, aseveración que se emite con base en los siguientes fundamentos y razones:

De las constancias que obran en el expediente relativo al procedimiento a que se somete al Señor ********** se desprende que el operador en mención con motivo de su negligencia, impericia, falta de cuidado e irresponsabilidad puso en peligro la seguridad y la vida de los usuarios, peatones y terceros ya que ocasionó la muerte de la persona de nombre **********, tal y como consta en el parte de accidente emitido por la Dirección General de Tránsito Municipal del H. Ayuntamiento de San Luis Potosí, S.L.P., Esta situación actualiza la causal de revocación prevista por el artículo 78 fracción V de la Ley de Transporte Publico del Estado dado que en evidente trasgresión a lo ordenado, el señor ********** al conducir el autobús número económico ********** provocó el accidente que tuvo como consecuencia la muerte de la persona de nombre **********.”

La citada documental consistente en el reporte de accidente **********, obra agregado a fojas 60 a la 62 de autos, como parte de las constancias que integran el expediente formado con motivo de la revocación de la licencia número **********, para el manejo de autobuses de servicio de transporte público, instruido en contra del ahora actor por parte de las demandadas, el cual conforme a lo dispuesto por el artículo 72 fracción II, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, resulta insuficiente para tener por actualizada la conducta culposa prevista en la fracción V, del artículo 78, de la Ley de Transporte Público del Estado y por la que se sanciona al actor, pues de una correcta apreciación de la misma, se colige que los datos en ella existentes no son bastantes, ni concluyentes para arribar a la plena certidumbre sobre la responsabilidad que se atribuye al ahora actor, dado que no reflejan la certeza de la responsabilidad imputada, según se desprende del contenido de dicho informe que enseguida se inserta.
DIGITALIZACIÓN 
Del análisis de dicha documental se advierte que si bien en el parte de accidente se establece que el perito en hechos de tránsito  terrestre de la Dirección General de Seguridad Pública Municipal tomo conocimiento del accidente, suscitado el día quince de septiembre del dos mil dieciséis, en las calles de **********,  en el que se vieron involucrados; como vehículo 1, el tipo **********, Marca **********, modelo **********, color **********, placas **********, de servicio público local, y como vehículo 2, ********** tipo **********, color **********, con número de identificación **********, de servicio particular, en donde perdió la vida el conductor del vehículo numero 2; no menos cierto es, que en ninguna parte de dicho documento aparece señalado el C. ********** como conductor del vehículo de servicio público, y tampoco se señala conclusión alguna en la que se establezca responsable alguno del accidente, máxime que no señala dato alguno que indique que el accidente de tránsito se cometiera  por imprudencia, imprevisión, negligencia, impericia, falta de reflexión o de cuidado, atribuible al ahora actor, o bien, al conductor del autobús urbano antes señalado; sino que únicamente se limita a señalar datos relativos al hecho de tránsito.
Derivado de lo anterior debe decirse que la documental en que las autoridades apoyan su determinación no arroja elementos de convicción que permitan concluir que el ahora actor desplego la conducta culposa descrita en la fracción V del artículo 78, de la Ley de Transporte Público del Estado, habida cuenta que la misma no contiene una conclusión en la que se establezca al ahora actor como responsable del accidente de tránsito a que se refiere el parte informativo en cuestión, máxime que en el contenido del mismo no se precisa el conductor del autobús urbano con número económico **********, de ahí que no se demuestra la existencia de los elementos a que se refiere el normativo antes citado, esto es la conducta culposa cometida por imprudencia, imprevisión, negligencia, impericia, falta de reflexión o de cuidado que da lugar a que se actualice el supuesto de revocación de licencia a que se refiere el citado precepto normativo. 
Por tanto como lo sostiene el actor la documental en que la demandada tiene por acreditado el supuesto de revocación de licencia a que se refiere la fracción V del artículo 78, de la Ley de Transporte Público del Estado, sólo alcanza el carácter de prueba de indicio para hacer presumir algún hecho no demostrado debidamente, pero sin que pueda otorgársele valor demostrativo pleno por sí misma. Al respecto cobra aplicación el criterio de Jurisprudencia de los Tribunales Colegiados de Circuito, cuyos datos de localización, rubro y contenido se vierte en seguida.

“Época: Novena Época, Registro: 168843, Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito, Tipo de Tesis: Jurisprudencia, Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Tomo XXVIII, Septiembre de 2008, Materia(s): Penal, Tesis: III.2o.P. J/22, Página: 1095 

PARTE INFORMATIVO DE POLICÍA. ES LEGAL LA DETERMINACIÓN DE LA AUTORIDAD JUDICIAL QUE LE OTORGA VALOR DE INDICIO EN TÉRMINOS DEL ARTÍCULO 285 DEL CÓDIGO FEDERAL DE PROCEDIMIENTOS PENALES.

El parte informativo que rinde la policía investigadora como consecuencia de la comisión de un hecho delictivo, al ser corroborado con diversos medios de prueba que constan en el sumario, como son los testimonios ministeriales y la ratificación de su contenido, adquiere la categoría de prueba instrumental de actuaciones. Ahora bien, el artículo 285 del Código Federal de Procedimientos Penales prevé que todos los demás medios de prueba o de investigación (distintos a los descritos en el capítulo IX de dicho ordenamiento) y la confesión, constituyen meros indicios. Por tanto, es legal la determinación de la autoridad judicial que otorga al citado informe policiaco, el valor de indicio en términos del invocado numeral.”
No obsta a lo anterior, el que las demandadas al emitir la resolución impugnada hayan omitido hacer debidamente la valoración de las pruebas apegándose a las formalidades que exige la ley, pues del contenido de dicha resolución se advierte claramente que el único medio de prueba en que tienen por demostrado el supuesto de revocación de licencia a que se refiere la fracción V del artículo 78, de la Ley de Transporte Público del Estado, es la documental consistente en el reporte de accidente ********** de la Dirección General de Seguridad Pública Municipal del H. Ayuntamiento de San Luis Potosí, S.L.P.

Además de lo anterior, debe decirse que también se advierte que dentro de las constancias que integran el expediente formado con motivo de la revocación de la licencia número **********, para el manejo de autobuses de servicio de transporte público, que fue remitido por parte de las autoridades demandadas; no obra el acta en que conste que se desahogó la audiencia pública  a que se refiere el artículo 133 de la Ley que rige la materia, lo que contraviene la garantía de audiencia y debido proceso a que se refiere el artículo 16 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. 
En esa tesitura debe decirse, que el Tribunal Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, ha sostenido de manera reiterada que uno de los principios rectores del derecho, que debe ser aplicable en todos los procedimientos de cuyo resultado pudiera derivar alguna pena o sanción como resultado de la facultad punitiva del Estado, es el de presunción de inocencia como derecho fundamental de toda persona, aplicable y reconocible a quienes pudiesen estar sometidos a un procedimiento administrativo sancionador, conforme al cual desplaza la carga de la prueba a la autoridad, en atención al derecho al debido proceso, que obliga al Estado a reconocer el derecho de libertad de las personas y lo condiciona a privarlos de aquél, sólo cuando existan elementos suficientes que lo incriminen, previo procedimiento seguido en su contra, en el que se le hayan respetado el derecho de audiencia y de defensa. 
Lo anterior con sustento en el criterio emitido por el Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, que en su rubro y contenido dice lo siguiente.

“Época: Décima Época, Registro: 2006590, Instancia: Pleno, Tipo de Tesis: Jurisprudencia, Fuente: Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Libro 7, Junio de 2014, Tomo I, Materia(s): Constitucional, Tesis: P./J. 43/2014 (10a.) Página: 41

PRESUNCIÓN DE INOCENCIA. ESTE PRINCIPIO ES APLICABLE AL PROCEDIMIENTO ADMINISTRATIVO SANCIONADOR, CON MATICES O MODULACIONES.

El Tribunal Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, en la tesis aislada P. XXXV/2002, sostuvo que, de la interpretación armónica y sistemática de los artículos 14, párrafo segundo, 16, párrafo primero, 19, párrafo primero, 21, párrafo primero y 102, apartado A, párrafo segundo, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos (en su texto anterior a la reforma publicada en el Diario Oficial de la Federación el 18 de junio de 2008), deriva implícitamente el principio de presunción de inocencia; el cual se contiene de modo expreso en los diversos artículos 8, numeral 2, de la Convención Americana sobre Derechos Humanos y 14, numeral 2, del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos; de ahí que, al ser acordes dichos preceptos -porque tienden a especificar y a hacer efectiva la presunción de inocencia-, deben interpretarse de modo sistemático, a fin de hacer valer para los gobernados la interpretación más favorable que permita una mejor impartición de justicia de conformidad con el numeral 1o. constitucional. Ahora bien, uno de los principios rectores del derecho, que debe ser aplicable en todos los procedimientos de cuyo resultado pudiera derivar alguna pena o sanción como resultado de la facultad punitiva del Estado, es el de presunción de inocencia como derecho fundamental de toda persona, aplicable y reconocible a quienes pudiesen estar sometidos a un procedimiento administrativo sancionador y, en consecuencia, soportar el poder correctivo del Estado, a través de autoridad competente. En ese sentido, el principio de presunción de inocencia es aplicable al procedimiento administrativo sancionador -con matices o modulaciones, según el caso- debido a su naturaleza gravosa, por la calidad de inocente de la persona que debe reconocérsele en todo procedimiento de cuyo resultado pudiera surgir una pena o sanción cuya consecuencia procesal, entre otras, es desplazar la carga de la prueba a la autoridad, en atención al derecho al debido proceso.

Así también cobra aplicación por analogía al caso en particular la tesis aislada que enseguida se transcribe.

“Época: Novena Época, Registro: 186185, Instancia: Pleno, Tipo de Tesis: Aislada, Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Tomo XVI, Agosto de 2002, Materia(s): Constitucional, Penal, Tesis: P. XXXV/2002, Página: 14 

PRESUNCIÓN DE INOCENCIA. EL PRINCIPIO RELATIVO SE CONTIENE DE MANERA IMPLÍCITA EN LA CONSTITUCIÓN FEDERAL.

De la interpretación armónica y sistemática de los artículos 14, párrafo segundo, 16, párrafo primero, 19, párrafo primero, 21, párrafo primero, y 102, apartado A, párrafo segundo, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, se desprenden, por una parte, el principio del debido proceso legal que implica que al inculpado se le reconozca el derecho a su libertad, y que el Estado sólo podrá privarlo del mismo cuando, existiendo suficientes elementos incriminatorios, y seguido un proceso penal en su contra en el que se respeten las formalidades esenciales del procedimiento, las garantías de audiencia y la de ofrecer pruebas para desvirtuar la imputación correspondiente, el Juez pronuncie sentencia definitiva declarándolo culpable; y por otra, el principio acusatorio, mediante el cual corresponde al Ministerio Público la función persecutoria de los delitos y la obligación (carga) de buscar y presentar las pruebas que acrediten la existencia de éstos, tal y como se desprende de lo dispuesto en el artículo 19, párrafo primero, particularmente cuando previene que el auto de formal prisión deberá expresar "los datos que arroje la averiguación previa, los que deben ser bastantes para comprobar el cuerpo del delito y hacer probable la responsabilidad del acusado"; en el artículo 21, al disponer que "la investigación y persecución de los delitos incumbe al Ministerio Público"; así como en el artículo 102, al disponer que corresponde al Ministerio Público de la Federación la persecución de todos los delitos del orden federal, correspondiéndole "buscar y presentar las pruebas que acrediten la responsabilidad de éstos". En ese tenor, debe estimarse que los principios constitucionales del debido proceso legal y el acusatorio resguardan en forma implícita el diverso principio de presunción de inocencia, dando lugar a que el gobernado no esté obligado a probar la licitud de su conducta cuando se le imputa la comisión de un delito, en tanto que el acusado no tiene la carga de probar su inocencia, puesto que el sistema previsto por la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos le reconoce, a priori, tal estado, al disponer expresamente que es al Ministerio Público a quien incumbe probar los elementos constitutivos del delito y de la culpabilidad del imputado.”
Por lo tanto, tomando en consideración que a quien le corresponde la carga de la prueba para acreditar la responsabilidad que se atribuye al imputado,  es a la autoridad administrativa y no al particular, quien tiene a su favor el principio de presunción de inocencia, como derecho fundamental de toda persona, aplicable y reconocible a quienes pudiesen estar sometidos a un procedimiento administrativo; debe decirse que si la autoridad emisora de la resolución impugnada sustenta la existencia de la conducta culposa a que se refiere la fracción V, del artículo 78 de la Ley de Transporte Publico del Estado, por la que sanciono al ahora actor, únicamente en la documental consistente en el parte informativo a que se refiere en el acto impugnado y dicha prueba no se demuestra la culpabilidad del acusado, el órganos administrativo no pueden realizar una condena en su contra, máxime que en el caso en particular tampoco obra constancia alguna de la que se desprenda el desahogo de la audiencia de ley. 
En apoyo a dicha consideración, se cita el criterio emitido por la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación que dice textualmente. 

“Época: Novena Época, Registro: 172433, Instancia: Segunda Sala, Tipo de Tesis: Aislada, Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Tomo XXV, Mayo de 2007, Materia(s): Constitucional, Penal, Tesis: 2a. XXXV/2007, Página: 1186 

PRESUNCIÓN DE INOCENCIA. ALCANCES DE ESE PRINCIPIO CONSTITUCIONAL.

El principio de presunción de inocencia que en materia procesal penal impone la obligación de arrojar la carga de la prueba al acusador, es un derecho fundamental que la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos reconoce y garantiza en general, cuyo alcance trasciende la órbita del debido proceso, pues con su aplicación se garantiza la protección de otros derechos fundamentales como son la dignidad humana, la libertad, la honra y el buen nombre, que podrían resultar vulnerados por actuaciones penales o disciplinarias irregulares. En consecuencia, este principio opera también en las situaciones extraprocesales y constituye el derecho a recibir la consideración y el trato de "no autor o no partícipe" en un hecho de carácter delictivo o en otro tipo de infracciones mientras no se demuestre la culpabilidad; por ende, otorga el derecho a que no se apliquen las consecuencias a los efectos jurídicos privativos vinculados a tales hechos, en cualquier materia.”
Así mismo con sustento en el criterio emitido por los Tribunales Colegiados de Circuito, que en su rubro y contenido dice lo siguiente.
“Época: Décima Época, Registro: 2006505, Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito, Tipo de Tesis: Aislada, Fuente: Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Libro 6, Mayo de 2014, Tomo III, Materia(s): Constitucional, Administrativa, Tesis: (III Región)4o.37 A (10a.) Página: 2096 

PRESUNCIÓN DE INOCENCIA. AL SER UN PRINCIPIO APLICABLE AL PROCEDIMIENTO ADMINISTRATIVO SANCIONADOR, LAS SALAS DEL TRIBUNAL FEDERAL DE JUSTICIA FISCAL Y ADMINISTRATIVA DEBEN UTILIZAR UN MÉTODO DE VALORACIÓN PROBATORIO ACORDE CON ÉL.
De la tesis P. XXXV/2002, del Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, publicada en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomo XVI, agosto de 2002, página 14, de rubro: "PRESUNCIÓN DE INOCENCIA. EL PRINCIPIO RELATIVO SE CONTIENE DE MANERA IMPLÍCITA EN LA CONSTITUCIÓN FEDERAL.", se advierte que los artículos 14, párrafo segundo, 16, párrafo primero, 19, párrafo primero, 21, párrafo primero y 102, apartado A, párrafo segundo, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, en su texto anterior a la reforma publicada en el Diario Oficial de la Federación el 18 de junio de 2008, consagran los principios del debido proceso legal y acusatorio, los cuales resguardan en forma implícita el diverso principio de presunción de inocencia, que consiste en que el gobernado no está obligado a probar la licitud de su conducta cuando se le imputa la comisión de un delito, en tanto que el acusado no tiene la carga de probar su inocencia. Si se parte de esa premisa, la presunción de inocencia es un derecho que surge para disciplinar distintos aspectos del proceso penal, empero, debe trasladarse al ámbito administrativo sancionador, en tanto ambos son manifestaciones de la potestad punitiva del Estado. De tal suerte que dicho principio es un derecho que podría calificarse de "poliédrico", en el sentido de que tiene múltiples manifestaciones o vertientes cuyo contenido se encuentra asociado con derechos encaminados a disciplinar distintos aspectos del proceso penal y administrativo sancionador. Así, en la dimensión procesal de la presunción de inocencia pueden identificarse al menos tres vertientes: 1. Como regla de trato procesal; 2. Como regla probatoria; y, 3. Como estándar probatorio o regla de juicio, lo que significa que el procedimiento administrativo sancionador se define como disciplinario al desahogarse en diversas fases con el objetivo de obtener una resolución sancionatoria de una conducta antijurídica que genera que se atribuya la carga de la prueba a la parte que acusa. De esa forma, la sanción administrativa cumple en la ley y en la práctica distintos fines preventivos o represivos, correctivos o disciplinarios o de castigo. Así, el procedimiento administrativo sancionador deriva de la competencia de las autoridades administrativas para imponer sanciones a las acciones y omisiones antijurídicas desplegadas por el sujeto infractor, de modo que, la pena administrativa es una función jurídica que tiene lugar como reacción frente a lo antijurídico, frente a la lesión del derecho administrativo, por ello es dable afirmar que la sanción administrativa guarda una similitud fundamental con la penal, toda vez que, como parte de la potestad punitiva del Estado, ambas tienen lugar como reacción frente a lo antijurídico, ya que en uno y otro supuestos la conducta humana es ordenada o prohibida bajo la sanción de una pena, la cual se aplica dependiendo de la naturaleza del caso tanto por el tribunal, como por la autoridad administrativa. De tal suerte que, dadas las similitudes del procedimiento penal y del administrativo sancionador, es que los principios que rigen al primero, como el de presunción de inocencia, también aplican al segundo. En esos términos, las Salas del Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa deben utilizar un método al valorar los elementos de convicción que obran en autos, para verificar que por sus características reúnen las condiciones para considerarlos una prueba de cargo válida, además de que arrojen indicios suficientes para desvanecer la presunción de inocencia, así como cerciorarse de que estén desvirtuadas las hipótesis de inocencia y, al mismo tiempo, descartar la existencia de contraindicios que den lugar a una duda razonable sobre la que se atribuye al infractor sustentada por la parte acusadora.”
No obsta a lo anterior, el que las demandadas al emitir la resolución impugnada hayan omitido hacer debidamente la valoración de las pruebas apegándose a las formalidades que exige la ley, pues del contenido de dicha resolución se advierte claramente que el único medio de prueba en que tienen por demostrado el supuesto de revocación de licencia a que se refiere la fracción V del artículo 78, de la Ley de Transporte Público del Estado, es la documental consistente en el reporte de accidente ********** de la Dirección General de Seguridad Pública Municipal del H. Ayuntamiento de San Luis Potosí, S.L.P.

En ese orden de ideas, la resolución que se combate es ilegal, por haber quedado demostrado que las autoridades emisoras de la resolución impugnada sustentan la existencia de la conducta culposa, como motivo de revocación de la licencia a que se refiere el artículo 78, fracción V de la Ley de Transporte Publico del Estado, en el parte de accidente **********, cuyo medio de prueba, no demuestra la conducta culposa o responsabilidad del actor en los hechos de transito que constan en dicho reporte, por lo que resulta insuficiente para sustentar la resolución que determina revocar la licencia de conducir al actor  como sanción administrativa, pues es menester que para la imposición de una sanción, las imputaciones queden plenamente justificadas con base en elementos de prueba y convicción bastantes, para sustentar tanto la existencia de la conducta infractora que en este caso es la prevista en el artículo 78, fracción V de la Ley de Transporte Publico del Estado, así como la responsabilidad del particular en su comisión.

Con base en lo expuesto, esta Sala Unitaria resuelve decretar la ILEGALIDAD Y NULIDAD  de la resolución de fecha 21 de octubre de 2016, emitida por el Secretario de Comunicaciones y Transportes del Estado y el Director General de Transporte Colectivo Metropolitano, mediante la cual se revoca al actor del juicio ********** la licencia de manejo número **********, toda vez que las autoridades demandadas no acreditaron que la parte actora se encontrara dentro del supuesto de revocación de licencia previsto la fracción V del artículo 78, de la Ley de Transporte Público del Estado, además de que no se acredita que se haya llevado a cabo debidamente el procedimiento que establece la ley de la materia, dado que no obra en autos el acta en que conste el desahogo de la audiencia a que se refiere el artículo 133 de la Ley de Transporte Publico del Estado,  por lo que se actualiza la causal de ilegalidad prevista en la fracción IV, del artículo 250, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, en el cual se establece textualmente lo siguiente:

“ARTICULO 95. Se declarará que un acto administrativo es ilegal cuando se demuestre alguna de las siguientes causales:

…

IV. Si los hechos que lo motivaron no se realizaron, fueron distintos o se apreciaron en forma equivocada, o bien si se dictó en contravención de las disposiciones aplicables o se dejaron de aplicar las debidas; y

…” 
Como consecuencia de lo anterior, con fundamento en el artículo 252 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, a efecto de restituir a la parte actora en el goce de los derechos que indebidamente le fueron afectados, se ordena a las autoridades demandadas, que dejen sin efecto cualquier acción deriva de la resolución que ha sido declarada nula, así como también comuniquen a las autoridades a que se refieren en el resolutivo Octavo del acto impugnado; Secretaria de Finanzas, Dirección General de Transporte Colectivo Metropolitano, Dirección General de  Comunicaciones y Transportes, Dirección General de Seguridad Pública del Estado, Dirección General de Seguridad Pública Municipal de loa Ayuntamiento de San Luis Potosí, Soledad de Graciano Sánchez y Cerro de San Pedro; de la nulidad decretada respecto de la resolución impugnada a fin de que cancelen cualquier registro realizado con motivo de la resolución de revocación de licencia que ha sido declarada nula.
En virtud de lo anterior, resulta innecesario el estudio de los conceptos de anulación restantes manifestados por la parte actora, dado que no cambiaría el sentido de lo resuelto. Sirve de apoyo el criterio sustentado por el Tercer   Tribunal  Colegiado  del   Segundo  Circuito,  Octava  Época, del  Semanario Judicial de la Federación, Apéndice de 1995, Tomo VI, Parte TCC, Tesis: 693, Página:   466, que a la letra dice:
 “CONCEPTOS DE VIOLACION. ESTUDIO INNECESARIO DE LOS.  Habiendo resultado fundado y suficiente para otorgar el amparo solicitado, uno de los conceptos de violación, resulta innecesario el estudio de los restantes motivos de inconformidad vertidos en la demanda de garantías. TERCER TRIBUNAL COLEGIADO DEL SEGUNDO CIRCUITO”.

Por lo expuesto, fundado y con apoyo además en los artículos 123 de la Constitución Política del Estado de San Luis Potosí, y 7º fracción I, 9º fracción III, 35 fracción VIII y 36 fracción VII de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí, así como también los artículos  217, 248, 249 y 250 fracción IV, 251 y 251 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, se resuelve:
PRIMERO.- El Magistrado de la Segunda Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa es competente para conocer y resolver la presente controversia.

SEGUNDO.- La parte actora acreditó su acción y en consecuencia se decreta la ILEGALIDAD e INVALIDEZ del acto impugnado, por las razones y para los efectos expuestos en el considerando sexto de la presente resolución.
TERCERO.- Notifíquese personalmente a las partes y mediante oficio a la autoridad demandada.
Así lo resolvió y firma, el Magistrado Titular de la Segunda Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, Licenciado Manuel Ignacio Varela Maldonado, quien actúa con Secretario de Acuerdos, Licenciado José de Jesús Guerrero Anguiano, que autoriza y da fe.-
“Se suprimen datos personales por tratarse de información confidencial de particulares cuyo resguardo y protección está a cargo del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa; con motivo del ejercicio de sus funciones jurisdiccionales y administrativos que realiza conforme al ámbito de su competencia, de acuerdo a lo previsto en los artículos 3º fracción XI, XVII, XXVIII y XXXVII, 23, 82 84 fracción XLIII, 87 fracción III, 138 y noveno transitorio de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de San Luis Potosí”
